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MENSAJE NRO_______

SANTA FE,  

A la Legislatura de la Provincia de Santa Fe

SALA DE SESIONES:

Tengo el agrado de dirigirme a esa Legislatura con el objetivo de presentar, para su consideración, tratamiento y aprobación, el Proyecto de Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos correspondiente al Ejercicio Económico 2010, así como aquellas normas relacionadas con las finanzas del Estado, todo lo cual se expone a continuación.

De las disposiciones de los artículos 72, inciso 8 de la Constitución Provincial y 20 de la Ley Nro. 12.510, se desprende la obligación de presentar antes del 30 de septiembre de cada año el Proyecto de Presupuesto Anual. En virtud de la Ley 25.917, a la cual la Provincia adhirió por Ley Nro. 12.402, fueron de singular relevancia y condicionaron su elaboración las estimaciones referidas a las proyecciones macroeconómicas informadas en el Mensaje de elevación al Congreso del Proyecto de Presupuesto de Recursos y Gastos del Año 2010 correspondiente al Estado Nacional, lo que justificó postergar la presentación del Proyecto de Presupuesto que se eleva.

Este Proyecto de Presupuesto ha sido elaborado considerando para el año próximo un crecimiento de la actividad económica del orden del 2,5%, un incremento en el nivel de los precios del orden del 8,8% y un tipo de cambio de $ 3,95 por dólar estadounidense.

La proyección de los Recursos de origen provincial, se ha formulado teniendo en cuenta el comportamiento de las variables antes señaladas. La tasa de actividad nominal, resultante de los supuestos de elaboración arriba mencionados, contempla la compleja situación económica nacional que afectó a la Provincia en el último año y que se tradujo en menores niveles interanuales de actividad económica, reconociendo, a su vez, una alta inelasticidad de la dinámica económica en materia de recuperación.

Complementariamente, con respecto a los Recursos que provienen de la coparticipación federal de impuestos y fondos del mismo origen, los mismos se corresponden con las proyecciones de las variables macroeconómicas citadas, no previéndose modificaciones a la estructura impositiva vigente a nivel nacional.

En cuanto al déficit 2010 del Sistema Previsional de la Provincia, tal como se lo consigna en años anteriores, se ha previsto su financiamiento por parte del Gobierno Nacional.

La proyección de Gastos, por otro lado, evidencia la hegemonía de aquellos directamente vinculados con obligaciones que el Estado provincial entiende como ineludibles, tales como salarios y coparticipación a Municipios y Comunas y también los gastos de funcionamiento de hospitales, escuelas y seguridad. Es de destacar la importancia relativa que la asignación de los gastos otorga a los ministerios de Educación, Seguridad y Salud. 

Bajo estos criterios, resulta un hecho significativo para la política presupuestaria,  la rigidez en la estructura de gastos de la Provincia, especialmente los financiados con Rentas Generales. Por lo tanto dado que es evidente que la actividad financiera pública no puede desarrollarse desvinculada de los derechos constitucionales ni al margen de los derechos subjetivos de los individuos, esta realidad insta al compromiso del Estado de acudir a mecanismos de financiamiento dentro de los límites constitucionales vigentes. 

Se deben asegurar así los fondos para atender los Servicios de la Deuda de cumplimiento exigible en 2010 y las erogaciones en materia de Inversión Pública y de otros Gastos de Capital. 

Sin embargo, la necesidad de financiamiento alude a una situación que no es sólo un reflejo de la coyuntura económica actual, sino también de la inercia estructural negativa que las finanzas provinciales vienen evidenciando desde el año 2005, año a partir del cual los ejercicios presupuestarios han ido mostrando un deterioro en los resultados genuinos.

En vistas de este análisis, el Poder Ejecutivo manifiesta la necesidad de corregir esta situación cuyo origen se encuentra en un Sistema Tributario Provincial desactualizado en relación a las reales necesidades de un Estado que debe garantizar los derechos básicos del conjunto de la población.

En función de lo anterior, se ha planteado que Santa Fe modifique su estructura tributaria a fin de armonizarla con los regímenes más actualizados de las provincias de Córdoba y Entre Ríos que integran la Región Centro, en particular de la primera de ellas.

Como resultado de esta armonización, se prevé para el próximo ejercicio un incremento de Recursos que reducirá la necesidad de financiamiento, en el orden de $ 826.000.000 neta de coparticipación a Municipios y Comunas.

Vale aclarar, siendo un punto clave en el análisis desarrollado, que ante lo estructural de la situación financiera actual, la disminución en la necesidad del uso del crédito ante la incorporación de recursos genuinos, no sólo mejora las perspectivas presupuestarias para el año 2010, sino que ralentiza la inercia estructural de déficit para los ejercicios subsiguientes.

Asimismo, un punto no menor se refiere al efecto que esta armonización tributaria tendrá para los Municipios y Comunas de la Provincia, cuya coparticipación se incrementará en el orden de $ 332.000.000.

Es importante expresar ahora, con más detalle la política de Gastos Corrientes y de Capital propuesta, la cual, vale aclarar, se encuadra en los márgenes de acción que permite la estructura presupuestaria provincial, tal como se indicara anteriormente.

En materia de Gastos en Personal, Transferencias y Pasividades, el proyecto considera el efecto resultante de la anualización de la totalidad de las políticas salariales acordadas por esta Administración a lo largo del corriente año, y que contaran con el consenso de las entidades representativas de cada sector. El gasto en remuneraciones para la Administración Central se estima en $ 7.588.000.000 aproximadamente y para toda la Administración Provincial (con Organismos Descentralizados e Instituciones de Seguridad Social) en $ 7.794.000.000.

Para la atención de Gastos de funcionamiento de las distintas Jurisdicciones, y en atención a la situación que la coyuntura amerita, se sostiene el mismo nivel nominal del año 2009, indicando la austeridad y eficiencia en la formulación del Presupuesto que se presenta.

Asimismo, en materia de Gastos de Capital el Proyecto estima un monto de $ 2.966.307.305, equivalente al 15,05% del Gasto provincial Total, correspondiendo $ 2.192.618.223 al Gasto de Capital de la Administración Central. 

Específicamente, en materia de Construcciones se han considerado las partidas para la continuidad de los proyectos en ejecución y para los proyectos que se encuentran actualmente en proceso de licitación, alcanzándose la suma de $ 1.655.191.700. La financiación de los mismos se estima con recursos del Tesoro Provincial por la suma de $ 862.494.000, con el Fondo Federal Solidario por $ 396.664.000 y con otras Fuentes de Financiamiento por $ 396.033.700.

De este Gasto de Capital corresponde a Educación y Salud un monto total de $ 804.057.724, a Vivienda y Urbanismo la suma de $ 272.602.000, a obras de Infraestructura Vial la suma de $ 423.569.593, y el resto a otras finalidades del gasto.

Complementan este monto las Transferencias de Capital, Préstamos y Bienes de Uso (excepto “Construcciones”) que alcanzan un monto de $ 1.311.115.605, mereciendo destacarse lo siguiente: la Transformación en Autovía de la Ruta Nacional Nro. 19º (Sto. Tome - Frontera) por un monto de $ 354.295.000; el Fondo de Obras Menores que alcanza la suma de $ 123.588.000; las Transferencias a Municipios y Comunas del Fondo Federal Solidario por $ 167.211.000; a lo que debe agregarse la compra de bienes de uso asignados a Seguridad, en la suma de $ 35.013.000 y en Salud, Educación, Cultura, Ciencia y Técnica, en la suma de $ 144.180.160.

Considerando la vigencia de la Ley Nacional Nro. 26.075 de “Financiamiento Educativo hacia la Argentina del Segundo Centenario”, el Proyecto  de Presupuesto que se eleva, prevé su cumplimiento registrándose la afectación específica para ese fin, tal como lo establece dicha norma.

Esta previsto, además, la atención de las obligaciones emergentes de los servicios de intereses y amortización de la Deuda Pública, cuyo cumplimiento resulta exigible en el año 2010. Para ello se ha considerado un tipo de cambio de $ 3,95 por dólar estadounidense para aquellas obligaciones contraídas en esta moneda. Asimismo, se prevén los créditos presupuestarios que permitan dar cumplimiento a sentencias judiciales firmes que cuenten con liquidación cierta y aprobada en orden a la normativa de la Ley Nro. 12.036.

En el anexo I, que se adjunta figura una síntesis del Registro de Garantías y Avales por beneficiario y el monto de avales efectivos.

Como corolario del análisis de Gastos, y en concordancia con las alternativas de financiamiento previstas en el Título I del Proyecto de Ley de Presupuesto que se eleva, se han estimado para el ejercicio 2010 los Gastos Tributarios en $ 1.791.883.337, provenientes de diversos tratamientos impositivos de las distintas actividades económicas mediante deducciones y exenciones de los mismos, según detalle por impuesto y régimen obrante en Anexo II.

De todos modos, cabe mencionar que al aprobarse la modificación de la estructura tributaria detallada en el Título II del Proyecto de Ley de Presupuesto, la estimación de los Gastos Tributarios se reducirá a la suma de $ 900.609.439, como se muestra en Anexo III.

Finalizando con el análisis estrictamente presupuestario, resulta de importancia manifiesta para el manejo del Tesoro Público en un escenario de discreta recuperación económica, prever instrumentos de financiamiento de corto plazo que pensados en forma integral, busquen eficientizar las alternativas para el uso del crédito.

En línea con esto, se plantea en primer término el uso de la totalidad del Fondo Unificado de Cuentas Oficiales (FUCO), cuyas existencias de caja constituyen el financiamiento más económico que la Provincia pueda obtener, equivaliendo dicha financiación a un préstamo a tasa cero en el mercado.

En segundo término, relacionado con lo anterior, para garantizar la disponibilidad de fondos de todas las jurisdicciones cuyas cuentas encuadren en el FUCO, se debe habilitar un mecanismo de financiamiento, que sea residual a lo arriba planteado, a partir de la autorización al Poder Ejecutivo para girar en descubierto dentro del mes en curso a efectos de atender desequilibrios transitorios de caja. 

Complementariamente, la autorización para emitir títulos o contraer deudas de corto plazo y largo plazo, representan el universo de instrumentos necesarios para que la Provincia pueda proyectar un escenario de recuperación menos dificultoso y con mejores perspectivas de satisfacción de necesidades y cumplimiento de los derechos de todos los santafesinos.

En suma, el Proyecto de Presupuesto de la Administración Provincial que se eleva a consideración se sintetiza en el Esquema Ahorro-Inversión-Financiamiento (Cuadro I). 

Allí se observa que de los Ingresos Corrientes superiores a los Gastos Corrientes resulta un Ahorro Económico de $ 177.016.765. El Resultado Financiero es negativo, dado un monto de Recursos Totales ($ 17.861.183.100) inferior a los Gastos Totales
($ 19.686.525.000). Este Resultado, requiere luego de las Aplicaciones Financieras el uso de las Fuentes Financieras indicadas precedentemente.

CUADRO I

PROYECTO DE PRESUPUESTO DE LA ADMINISTRACION PROVINCIAL 2010

ESQUEMA AHORRO – INVERSIÓN – FINANCIAMIENTO

            Concepto
Montos

  Ingresos Corrientes
$  16.897.234.460

  Gastos Corrientes
$  16.720.217.695

  Ahorro Corriente
$       177.016.765

  Recursos de Capital
$       963.948.640

  Gastos de Capital
$    2.966.307.305

  Total de Recursos
$  17.861.183.100

  Total de Gastos
$  19.686.525.000

  Resultado Financiero
$   (1.825.341.900)

  Fuentes Financieras
$    2.080.860.900

  Aplicaciones Financieras
$       255.519.000

  Resultado Final
             --

En el Anexo IV que se adjunta, se presenta la distribución analítica del Gasto del conjunto de la Administración Provincial. Ello hace posible contar con información detallada permitiendo identificar las principales políticas ministeriales.

Luego de la reseña general de los Gastos y Recursos contenidos en el Proyecto de Presupuesto Provincial 2010, es preciso retomar con mayor detenimiento el proceso de Armonización Tributaria con la Región Centro que se ha planteado desde esta Administración.

A tales efectos, se torna imprescindible que la Provincia, en usos de facultades propias no delegadas, suspenda la aplicación de las cláusulas del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento (Pacto Fiscal II), relacionadas exclusivamente a la materia tributaria.

Dicho Pacto Fiscal II fue suscripto el 12 de Agosto de 1993 entre el Gobierno Nacional y las Provincias –con excepción de la provincia de Córdoba-, el cual fue ratificado por la Legislatura provincial por Ley 11.094 de fecha 30 de noviembre de 1993.

Habiendo pasado más de dieciséis años de suscripto el Pacto Fiscal II, es fundamental evaluar el grado de cumplimiento del mismo por parte de las distintas Provincias. Se puede afirmar que gran parte de las obligaciones estipuladas aún no se han concretado en la mayoría de ellas o, incluso, algunos aspectos sobre los que se había avanzado han sido retrotraídos. Tanto esto es así, que al día de hoy se continúan prorrogando los plazos para el cumplimiento del Pacto Fiscal II, teniendo en vista –como principal argumento– que la no sanción de dicha prorroga generaría la inmediata exigibilidad del Acuerdo. 

Es innegable que uno de los ingresos propios más importantes para todas las provincias del país lo constituye el impuesto sobre los Ingresos Brutos, tributo respecto del cual la Provincia de Santa Fe ha dado un alto y apresurado  grado de acatamiento al Pacto Fiscal II, a diferencia de sus pares. Por ejemplo, mientras Córdoba, Buenos Aires, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Entre Ríos y Mendoza mantienen el gravamen en cuestión sobre la actividad de la construcción (uno de los sectores más dinámicos en todas estas provincias durante los últimos años), la Provincia de Santa Fe, en cambio, viene dando cumplimiento a lo previsto en el apartado “g” del la cláusula Primera del Pacto Fiscal II y sostiene la exención de la actividad desde hace más de diez años. Algo muy semejante ocurre con la actividad industrial.

Por otra parte, si orientamos el análisis a las obligaciones acordadas no ya por las provincias, sino por el Estado Nacional, basta indicar que el Impuesto al Valor Agregado hace años superó la tasa efectiva del 18% acordada en el apartado 4to. de la Cláusula Segunda del Pacto Fiscal II. Más aún, los montos contemplados como garantía para financiar la eventual pérdida de recaudación provincial en el apartado 8vo. de la misma cláusula, perdieron toda vigencia, tanto respecto del impacto que las modificaciones impositivas hoy generan en los fiscos provinciales, como así también respecto de los montos que actualmente se recaudan por impuestos coparticipables.

Debemos reconocer que la falta de cumplimiento de algunas disposiciones acordadas, obedece lisa y llanamente al incumplimiento de las partes signatarias pero, en muchos otros casos, es evidente la modificación del sustrato fáctico o, directamente, la imposibilidad de cumplimiento, verbigracia, tal cual aconteció transitoriamente en una oportunidad con la propia provincia de Santa Fe –al sancionar la Ley 11.392 del año 1996​– que suspendió parcialmente la aplicación del acuerdo, según se reconoce en el propio mensaje elevado a la Legislatura.

Entonces, existen argumentos suficientes para concluir que –en términos genéricos– la vigencia del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento se encuentra afectada por las que se conocen como causales extrínsecas de extinción, configurándose diversos y variados supuestos que habilitan a las Provincias signatarias a declarar la terminación o suspensión del Acuerdo.

Siendo ello así, la falta de previsión expresa de cláusulas sobre la extinción del Pacto Fiscal II, nos obliga a remitirnos a la estructura análoga tratada por el Derecho Internacional Público o, incluso, a los principios generales del Derecho. Así, en el marco del derecho de los tratados se ha sostenido que una parte puede alegar la imposibilidad de cumplimiento como causa para darlo por terminado si la imposibilidad es definitiva, o suspender su aplicación si la imposibilidad resulta transitoria siempre, claro está, que la parte que alega la imposibilidad no haya concurrido a la causación del motivo del incumplimiento del acuerdo u otra obligación (artículo 61 Convención de Viena).

En este sentido, es innegable la existencia de una modificación sustancial de las circunstancias que dieron lugar a la firma del Pacto Fiscal II, al ver que no sólo no se ha completado la finalización de la implementación del acuerdo o que gran parte de sus objetivos y finalidades han sido explícitamente abandonados por las provincias. El contexto político y económico se ha modificado sustancialmente, es decir, es innegable que las partes signatarias tuvieron en cuenta un especial contexto político y económico para pactar las obligaciones asumidas. Al sufrir modificaciones dicho contexto, se justifica entonces la modificación de lo pactado o la suspensión de su cumplimiento.

En virtud de la situación fáctica y jurídica planteada, y entendiendo  la importancia que merecen los Pactos firmados entre los distintos niveles de gobierno, que conforman el llamado “derecho intrafederal” por la Corte Suprema, se propicia la suspensión parcial del Pacto Fiscal II, con lo cual el convenio no se extingue, sino que permanece en vigor, dejándose sin aplicación algunas de sus cláusulas.

Dicha suspensión parcial se adopta en virtud de la modificación de la situación fáctica, de la imposibilidad de cumplimiento y de la falta de cumplimiento respecto de determinadas y particulares obligaciones por parte de otras jurisdicciones,  causas que se verifican en forma simultánea, tendiéndose así a armonizar con la realidad tributaria imperante en otras provincias, específicamente de la Región Centro. 

La suspensión del Pacto Fiscal II en los términos propiciados en el presente Proyecto de Ley, permitirá entonces que la Provincia: (i) recupere el pleno ejercicio de las potestades tributarias que se encuentran limitadas por el compromiso asumido, pudiendo en consecuencia disponer autónomamente respecto de los tributos afectados por el acuerdo; (ii) suspenda el programa y las obligaciones establecidas en el Pacto respecto de los lineamientos de política económica a llevar a cabo o ejecutar.

Consecuencia de lo expuesto, se presenta en el Título II del Proyecto de Presupuesto que se eleva, el proyecto de Armonización Tributaria referido, el cual pretende dotar de mayor inclusión, equidad y simplificación al Sistema Tributario provincial, propendiendo, a su vez, a la competitividad y sustentabilidad de la provincia de Santa Fe.

Como principio general, se busca la referida armonización en materia tributaria con las provincias integrantes de la Región Centro. Particularmente, se observa una marcada diferencia con la provincia de Córdoba la cual, teniendo características asimilables a Santa Fe en cuanto a su estructura productiva y niveles de producto bruto geográfico, evidencia un tratamiento impositivo muy diferente en las distintas actividades económicas.

Complementariamente, esta propuesta comienza a corregir el desequilibrio existente en materia de presión fiscal que soportan los distintos sectores de la economía provincial, que ha tendido a recaer en forma manifiesta e inequitativa sobre el sector comercio.

Además, se introduce una nueva concepción del Estado en relación a los ciudadanos, tratando de facilitar el cumplimiento tributario a los pequeños y medianos empresarios a través de un Régimen Tributario Simplificado de Ingresos Brutos que beneficiará a 80.000 contribuyentes, permitiendo institucionalizar su actividad e incorporarse a los sistemas de seguridad social y de acceso al crédito.

Finalmente, los objetivos de equilibrio territorial, de una mejor distribución espacial y la protección del hábitat y de la capacidad productiva de la provincia hacen que el gobierno impulse, además, una transformación integral del impuesto inmobiliario rural y urbano. Dicha transformación, es importante remarcar, no sólo impactará selectiva y progresivamente, sino cuantitativamente, en los recursos de los 362 Municipios y Comunas de la Provincia.

Llegados a este punto, merece una especial mención lo dispuesto por el artículo 17 de la Ley N° 12.510, siendo preciso recordar, en primer lugar, que existen numerosos antecedentes provinciales y nacionales que han incluído disposiciones de carácter permanente y/o la reforma, modificación o derogación de leyes vigentes dentro de normas de carácter transitorio, como la que aquí se presenta en carácter de proyecto y cuya aprobación se solicita.

Así, a modo de ejemplo, cabe citar aquí la Ley Nacional N° 25.237 – Ley de Presupuesto General de la Administración Nacional para el ejercicio correspondiente al año 2000-, Leyes N° 12.396 y N° 12.397 – Ley de Presupuesto y Complementaria de Presupuesto correspondientes al año 2005-, y Ley Provincial N° 12.705 –Ley de Presupuesto para el ejercicio 2007-. Todas ellas contienen disposiciones permanentes en su articulado, lo cual no ha sido obstáculo para su aprobación conjunta ni ha imposibilitado de ninguna forma la posterior vigencia de las mismas.

Aún más, cabe enfatizar que no es jurídicamente correcto considerar que las leyes de presupuesto no pueden contener disposiciones de carácter permanente ni reformar o derogar leyes vigentes ya que, en nuestro ordenamiento legal resultan de indubitable aplicación en estos casos, los principios jurídicos que ordenan que una ley especial deroga a una ley general y que una ley posterior deroga a la anterior, no existiendo, entonces, reparo o impedimento constitucional para que una ley de presupuesto –en definitiva una ley formal- derogue otra norma de igual jerarquía.

Ergo, en virtud de los principios jurídicos expuestos, las restricciones contenidas en el artículo 17 de la Ley N° 12.510  no resultan operativas frente a leyes posteriores que dispongan en contrario, pues en nuestra organización constitucional la Legislatura monopoliza la emisión de la ley formal sin otras restricciones que las establecidas en la Carta Magna. Un acto legislativo puede, entonces, apartarse de las disposiciones generales establecidas en otro anterior sin más limitaciones que el respeto a la Constitución Nacional y Provincial en este caso.

Asimismo, en el presente proyecto de Ley de Presupuesto, las disposiciones transitorias y permanentes se encuentran en íntima relación, tanto jurídica como económica y forman en realidad un proyecto integrado, que encuentra su sentido y alcance sólo mediante la conjunta aprobación de ambas. No se trata de una mera convivencia de disposiciones de distinta naturaleza y vigencia como sugiere y trata de evitar el citado artículo 17.

En definitiva, dada la necesaria e ineludible interrelación de las normas presupuestarias con las de carácter tributario que se incluyen en el Proyecto de Presupuesto que se acompaña, y no existiendo obstáculos legales para su tratamiento y aprobación, induce a esta Administración su presentación conjunta. Por lo expuesto, requerimos a las Honorables Cámaras Legislativas el tratamiento en idéntico sentido del Proyecto de Ley de Presupuesto que se eleva.

Quedando a vuestra disposición, saludamos con atenta consideración. 

Dios guarde a esa Legislatura.

